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lntroducción:

En Mendoza, la educación es un derecho fundamental para el desarrollo de la persona y un deber indelegable del Estado, en tanto garante y principal proveedor del servicio educativo. 

Con más de 1900 establecimientos y una matrícula superior a los 400.000 alumnos, el Sistema Educativo Provincial es uno de los más grandes del País, sólo superado por los sistemas de las provincias de Buenos Aires, Córdoba, Santa Fe y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Integrado por servicios estatales y privados, su gobierno y administración corresponde a la Dirección General de Escuelas, ente de jerarquía constitucional a cargo de las  gestiones pedagógica  y administrativa.  La primera, compone la función sustantiva o fin y su objeto es el desarrollo del proceso educativo; mientras que la segunda, en tanto manejo de recursos humanos y materiales, constituye el soporte de la función sustantiva y juega un papel fundamental en el logro de los objetivos del sistema. 
Continuación de anteriores estudios, el tema “Estado y Educación en Mendoza: la gestión administrativa del servicio educativo”, responde a una investigación de la convocatoria 2007 de la UNCuyo, que examina la función soporte o apoyo. No nos preocupa la gestión pedagógica, sí la administrativa, sabedores de que el mejor de los programas fracasa, cuando fallan las actividades que posibilitan su ejecución. 
 Por ello, nuestra unidad de análisis es la Dirección General de Escuelas en tanto responsable de dicha gestión, en otras palabras de la combinación y manejo de  recursos que viabilizan la ejecución de la función fin o esencial. Queremos saber cómo gestiona, cómo hace, cómo trabaja, con qué recursos cuenta y cómo los utiliza; más allá de la sospecha, de que estamos frente a un ente de envergadura, a cargo de funciones importantísimas, cuyas formas de gestión enrolan en las tradicionales, y reacciona  con dificultad a los cambios.

I. El sistema educativo provincial

     Compuesto por un conjunto de instituciones diferenciadas, destinadas a la educación formal, cuyo control corresponde  al Estado; el sistema educativo mendocino se encuentra entre uno de los más grandes del País, totalizando más de 1.900 establecimientos (públicos y privados),una matrícula que supera los 400.000 alumnos, más de 23.000 cargos docentes y 280.000 horas cátedras.

Sistema que, a partir del reconocimiento de la educación como derecho natural y social de la persona y una obligación indelegable, imprescriptible e inalienable del Estado Provincial, presenta los siguientes rasgos: 

I.a.  Marco Normativo

El sistema escolar aparece configurado por una variada cantidad de normas: Constitución Nacional; Constitución Provincial; Ley Nacional de Educación (26.206); Ley de Financiamiento Educativo (26.075); Ley de Educación Técnico Profesional (26.058); Ley de Educación Superior (24.521); Ley de Educación Pública de Mendoza (6970); Ley de Responsabilidad Fiscal (7314). A ellas debe agregarse el Estatuto del Docente (Ley 4934 y modificatorias) que determina los deberes y derechos del personal docente (quien imparta, dirija, fiscalice u oriente la educación en general y la enseñanza sistematizada), que se desempeña como tal, en el territorio de la Provincia.
I.b. Características 

· Integrantes: servicios estatales gratuitos y laicos, además de servicios privados reconocidos.

· Principios Rectores: igualdad de oportunidades y posibilidades; centralización política y normativa y descentralización operativa; autonomía de las instituciones educativas.

· Objetivos: propender al desarrollo de la identidad; posibilitar el logro por parte de los educandos de aptitudes y competencias éticas, socio-políticas, científico-tecnológicas, expresivas y comunicativas, biopsico-recreativas, psico-sociales.

· Condiciones: el Sistema debe ser abierto y flexible; los modelos de organización y gestión institucional deben ser diferenciados y articulados.

· Proceso Educativo: debe garantizar una formación integral; asegurando continuidad, gradualidad e integralidad. 

· Articulación: el Sistema garantizará la articulación que asegure coherencia pedagógica, permanencia, pasaje e integración de los alumnos entre los distintos niveles; y preserve la movilidad entre escuelas y jurisdicciones.

· Coordinación: el Sistema asegurará la coordinación interna entre distintos componentes y sus respectivas unidades administrativas, además de la coordinación externa con otras áreas de gobierno y jurisdicciones.

· Financiamiento: destinado a asegurar la extensión de la obligatoriedad; creación de nuevos establecimientos; salarios justos; provisión de material y capacitación, la Ley de Educación crea un Fondo Permanente administrado por la Dirección General de Escuelas. Este Fondo está conformado por el 35% del Presupuesto de la Provincia; aportes nacionales; donaciones y herencias; y retribuciones que reciba el Gobierno Escolar por servicios prestados.

I.c. Estructura
La estructura es una propiedad del sistema que alude a la relación entre sus componentes. En el caso de los sistemas escolares, interesan dos tipos de estructuras que remiten a conjuntos de relaciones diferentes: la académica y la administrativa. La primera se refiere a la regulación de la carrera escolar de los alumnos y la carrera de los docentes; mientras que la segunda tiene que ver con la relación entre los órganos de conducción y gestión del sistema. 

Respondiendo a la Ley Federal de Educación, la Ley de Educación de Mendoza define para el sistema una “estructura académica” compuesta por  niveles y ciclos que van desde la educación inicial hasta la educación de posgrado. Cada nivel reconoce distintos objetivos, funciones y estrategias:

1.- Educación Inicial: constituido por dos ciclos Jardín Maternal para niños de 45 días a dos años y  Jardín de Infantes para niños de 3 a 5 años; siendo obligatorios los  dos últimos años. Este nivel tiene por finalidad garantizar el desarrollo integral de los niños a través de una educación temprana, que asegure una adecuada incorporación a la educación general básica.

2.- Educación General Básica: obligatoria, nueve años de duración a partir de los 6 años de edad, organizada en ciclos articulados entre sí y entendida junto con el Jardín de Infantes obligatorio como una unidad pedagógica integral. La educación general básica tiene una doble función: garantizar un piso común de competencias que faciliten al ciudadano su integración social e incorporación al mundo productivo; y asegurar la continuidad de la educación en los demás niveles del sistema sin discriminaciones. Concebida en principio para que cada ciclo durara tres años, en el 2001 mediante Resolución 22 la Dirección General de Escuelas reformula los ciclos de la siguiente forma: 

· E.G.B. 1- 1er Ciclo (1º,2º, 3º año)

· E.G.B. 2- 2do Ciclo (4º, 5º, 6º y 7º año)

· E.G.B. 3- 3er Ciclo  ( 8º y 9º año)

3.- Educación Polimodal: obligatoria, duración 3 años como mínimo, acorde con distintas alternativas de acreditación. Proporciona diversas opciones en las áreas humanística, científica, técnica y artística. Sus funciones son: la formación ética y ciudadana; la preparación para la vida productiva; y garantizar una sólida formación que permita continuar cualquier tipo de estudios superiores
.

4.- Educación Superior: comprende la educación universitaria de carácter provincial y la educación superior no universitaria. Su finalidad es proporcionar formación profesional inicial, de postítulo y de grado de carácter humanística, social, docente, técnica, tecnológica y artística.

5.- Educación de Posgrado: se desarrollará en instituciones universitarias, centros de investigación e instituciones de formación superior, con las cuales se hayan formalizado convenios.     

6.- Regímenes Especiales: destinados a satisfacer las necesidades que no puedan ser satisfechas por el sistema regular de enseñanza, entre ellos encontramos: educación especial; educación de jóvenes y adultos; educación artística; educación penitenciaria; educación domiciliaria y hospitalaria; además de otros servicios educativos como las escuelas albergue, las escuelas hogares y las escuelas de jornadas completa. La educación no formal abarca los procesos educativos llevados a cabo por medios convencionales y no convencionales en regímenes alternativos y/o complementarios de la educación formal.

I.d. Gobierno y Administración
El gobierno del Sistema es responsabilidad indelegable del Estado Provincial, ejerciéndose a través de los órganos establecidos en  las normas que rigen la educación. Mientras que la administración, que tiene como características la centralización normativa y la descentralización operativa, se desdobla en dos tipos de gestiones: la pedagógica cuyo objeto es el desarrollo del proceso educativo; y la administrativa encargada del manejo de los recursos humanos, físicos, financieros y tecnológicos.

El órgano encargado de la educación provincial es la Dirección General de Escuelas, ente autárquico con jerarquía constitucional integrado por:

· Director General de Escuelas: nombrado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, su mandato  dura cuatro años y tiene rango ministerial. Representa a la Provincia en la instancia federal; define las estrategias para el desarrollo del sistema; dicta la normativa necesaria para su organización y funcionamiento; elabora y propone al Poder Legislativo el presupuesto; organiza y supervisa la administración descentralizada de los recursos humanos, financieros y materiales; acredita nuevos establecimientos y certifica los títulos expedidos.

· Consejo Administrativo de la Enseñanza Pública: integrado por cinco miembros que se desempeñan ad-honoren. Este órgano interviene en la elaboración del presupuesto; analiza y observa las rendiciones de cuentas y el ejercicio anual; interviene en las licitaciones; analiza los procesos de reforma administrativa; controla los convenios con organismos internacionales; entiende en los legados, donaciones y herencias vacantes.

· Consejo General de Educación: presidido por el Director General de Escuelas, tiene funciones de asesoramiento y consulta y sus opiniones no tienen carácter vinculante. Lo integran representantes de partidos políticos con representación parlamentaria; gremios docentes con personería gremial; Universidades Nacionales Públicas y Privadas e Institutos de Educación Superior de gestión estatal y privada; además de los Consejos Regionales. Su consulta es obligada en materia de política educativa provincial; planes de estudio de todos los niveles y modalidades; además de todo lo relativo al ordenamiento educativo.

Constituyen otros órganos de gobierno: 

· Delegaciones Regionales: la administración descentralizada se ejecuta a través de los delegados regionales, representantes del Director General de Escuelas en cada región, son designados por éste y cumplen funciones administrativas y pedagógicas. El decreto 803/05, que reglamenta parcialmente la Ley de Educación, define cinco delegaciones: Delegación Regional Norte (Capital, Guaymallén, Las Heras y Lavalle); Delegación Regional Centro (Godoy Cruz, Luján y Maipú); Delegación Regional Valle de Uco (San Carlos, Tunuyán y Tupungato); Delegación Regional Este (Junín, La Paz, Rivadavia, San Martín y Santa Rosa ); Delegación Regional Sur-Oeste (Malargüe y San Rafael a excepción de los distritos de Jaime Prats y Real del Padre). El decreto omite la Delegación Sur-Este (Alvear y distritos de Real del Padre y Jaime Prats de San Rafael), creada por Resolución 27/2003 como delegación de gestión institucional. El Director General de Escuelas tiene competencia para  crear, modificar o cerrar delegaciones y subdelegaciones.

· Supervisores Seccionales: integran el equipo técnico-docente de la Delegación Regional; presiden los Consejos de Directores; asesoran y supervisan el funcionamiento de los establecimientos educativos; evalúan la institución escolar en sus dimensiones organizativa, pedagógica y comunitaria; aseguran canales de información hacia los responsables de la política educativa sobre las dificultades de las escuelas, y hacia éstas en materia de política educativa. En la actualidad existen: a) en los niveles Inicial y EGB 1º y 2º (primaria) 55 supervisiones seccionales; 4 supervisiones regionales y 1 supervisión general; b) en EGB 3 y Polimodal (secundaria) 14 supervisiones zonales; c) en  Educación Permanente 4 supervisiones; y d) en Educación Especial 4 supervisiones. 

· Consejos Consultivos Regionales:  a razón de uno por cada región, están integrados por el Delegado Regional como presidente, el Supervisor Regional en representación de las Dirección de Educación Inicial y Básica 1º y 2º Ciclos y un Supervisor Seccional elegido por cada Director de nivel, que representa a la Dirección de EGB 3º Ciclo y Polimodal; Dirección de Educación Especial; Dirección de Jóvenes y Adultos y Dirección de Educación Privada.

· Consejos de Directores:  integrados por los directivos de las escuelas que conforman cada zona de supervisión, tienen como  función articular las políticas educativas con las demandas formuladas por las escuelas; coordinar y potenciar los proyectos educativos institucionales; contribuir a la profesionalización de sus integrantes mediante acciones de reflexión, capacitación y asistencia técnica. En primaria existen 55 consejos y en media 14.

· Consejos Regionales de Rectores de Educación Superior: integrados por los rectores de instituciones de educación superior públicas y privadas de la región. Su consulta es obligada para la planificación general de la política educativa para el nivel; además del seguimiento y evaluación de las acciones previstas en la planificación.

Las unidades operativas del Sistema Educativo son las escuelas, donde confluyen la gestión pedagógica y la gestión administrativa. Para cumplir su misión “posibilitar la apropiación, producción y distribución de conocimientos” están habilitadas para: concretar un proyecto educativo particular; configurar un estilo de gestión diferenciado y  flexible; articular acciones con otras instancias dentro y fuera del sistema.

Las escuelas están a cargo de un director que representa el gobierno educativo y tiene competencias para: dirigir el diseño e implementación del proyecto institucional; conducir la gestión pedagógica y administrativa; evaluar los procesos y resultados del aprendizaje, el desempeño del personal y el cumplimiento de las metas propuestas.

I.e. Los actores del sistema:

Varios son los actores que intervienen en la  educación pública provincial, entre ellos corresponde mencionar:

· El Estado que debe garantizar el derecho de los habitantes a enseñar y aprender; la igualdad de oportunidades; y la prestación de los servicios educativos. Además, es responsable de fijar la política educativa y supervisar la educación que se imparte en los establecimientos públicos y privados. Del análisis de este actor principalísimo, sin desmedro del Poder Legislativo al que le corresponde dictar leyes sobre Educación Pública y la asignación de recursos a través de las leyes de presupuesto, corresponde centrar la  atención en el Poder Ejecutivo (la Ley Nacional de Educación establece que el gobierno y administración del sistema educativo nacional es una responsabilidad concurrente y concertada del Poder Ejecutivo Nacional y de los poderes ejecutivos de las provincias), concretamente en la Dirección General de Escuelas responsable del gobierno y administración del Sistema Educativo. 

· Los alumnos: que tienen derecho a recibir una educación que les permita el máximo desarrollo de sus capacidades; ser respetados y valorados; ser evaluados y participar en la evaluación de sus logros; pasar de una jurisdicción a otra; desarrollar su aprendizaje en ambientes dignos; intervenir en la elaboración de las normas de convivencia.

· Los padres: a los que se reconoce como agentes naturales y primarios de la educación; con derecho a ser informados regularmente de la evaluación del proceso educativo de sus hijos; deben asegurar el cumplimiento de la escolaridad obligatoria y hacerse responsables de las acciones ejercidas por sus hijos.

· Los trabajadores de la educación: con derecho a ejercer la profesión con autonomía, en condiciones dignas; participar en el gobierno del sistema; recibir formación y capacitación; ingresar y ascender mediante un régimen de concursos; asociarse con otros docentes. 

· El personal administrativo y auxiliar de la docencia que junto a directivos, docentes, padres, alumnos y ex-alumnos integran la “comunidad educativa” de cada institución escolar.

· Las asociaciones gremiales: basadas en el derecho de asociación de sus integrantes y con participación en distintos Consejos y Juntas.

· La Iglesia Católica; confesiones religiosas oficialmente reconocidas; sociedades, fundaciones y empresas con personería jurídica y las personas de existencia visible:  aparecen también como actores, mirados desde el derecho a enseñar y vinculados a los servicios de gestión privada.

II. Gestión administrativa del servicio educativo


La función soporte, medio o apoyo -en otras palabras- la que viabiliza o hace posible la función principal, también llamada gestión pedagógica o proceso educativo está cargo de la Dirección General de Escuelas, figura emblemática en lo que a educación provincial se refiere. Creada en 1897 por la Ley de Educación Común (37), la Constitución Provincial de 1916 la institucionalizaría, incorporándola como órgano responsable del gobierno y administración del sistema escolar.

A cargo del servicio educativo, con un presupuesto que supera los mil millones de pesos y representa el 25% del provincial, además de emplear a más del 50 % de los agentes públicos, la Dirección General de Escuelas -hoy- es la repartición más importante de la administración estatal.


Repartición que, si bien ha incorporado algunas herramientas modernas de gestión como el Tablero de Información, sigue funcionando conforme a lógicas tradicionales, lo que apareja serias deficiencias en cuanto a recursos humanos y materiales; sistemas de información y control; circuitos administrativos-contables; etc. Déficits en la gestión administrativa que inciden directamente en las escuelas o unidades operativas del sistema donde confluyen las gestiones pedagógica y administrativa.  


Investigaciones anteriores, en las que se analizó el impacto de la reforma educativa en la DGE, revelaron  en cuanto a:

1. Gestión del recurso humano: 

· la DGE es la repartición estatal que concentra la mayor cantidad de agentes públicos en la Provincia. Su planta de personal puede discriminarse en dos grandes categorías: docentes y personal de apoyo, representando los primeros más del 80% del total de la planta. Dos categorías que en realidad significan regímenes legales y condiciones laborales diferentes, lo que torna el manejo de personal en algo muy complejo;

· desarticulación de las plantas y falta de una política de personal, particularmente del sector de apoyo;

· falta de sistematización y actualización del marco legal;

· sistema de información incompleto, sumamente disperso, que recurre a diferentes fuentes para obtener los datos, y que -al no estar interconectado- impide aprovechar la información disponible. Basta el ejemplo de la liquidación de haberes, donde en vez de una liquidación única el personal tiene tantas liquidaciones como establecimientos en los que presta servicio;
· excesiva centralización del aparato burocrático. El gasto en personal de la DGE es el más elevado del presupuesto provincial, lo que amerita que se trabaje en su gestión a fin de hacerla más eficiente, eficaz y oportuna. Transferir a las Delegaciones administrativas parte de las tareas,  facilitaría la gestión y evitaría el traslado del personal, descomprimiendo el trabajo de la oficinas centrales. El proceso de delegación ha sido muy lento, y no se han obtenido los resultados esperados; efectivizarlo requiere de una decisión política que debe acompañarse de la asignación de personal y recursos.
2.   Gestión financiero-contable:
· en Mendoza no existe -como en la Nación- un régimen integrado de administración financiera; sin embargo, distintas normas referidas a los sistemas de Contabilidad, Tesorería y Deuda Pública, establecen el marco que guía el accionar de las organizaciones estatales;
· aún cuando normativamente rige la desconcentración de actividades hacia las delegaciones administrativas, la gestión financiera-contable se agota en la instancia central. Todavía no se ha procedido a transferir actividades de gestión directa en éstas ni en los establecimientos escolares; 

· la DGE no cuenta con recursos propios, sino con aquellos que ingresan a rentas generales y le son afectados vía presupuesto. En el caso de  recursos que provienen de la Nación, su utilización está condicionada a un fin específico: incentivo al personal docente,  programas especiales, etc.;

· no surge de la normativa que el presupuesto sea trabajado con la participación de las delegaciones administrativas y las escuelas. Éste se elabora en el nivel central, entre la Dirección de Administración y las direcciones de nivel. Modalidad que permite trabajar más rápido, pero prescinde de protagonistas importantes: escuelas y delegaciones;

· respecto de la ejecución presupuestaria, la DGE sólo tiene autonomía para realizar algunos actos conforme lo establecen la leyes, es decir puede modificar las partidas dentro de los créditos otorgados. En cuanto a los movimientos de personal, dispone libremente del docente, mientras que para el no docente requiere la autorización del Ministerio de Hacienda;

· periódicamente debe presentar los balances a la Contaduría General de la Provincia como así también el balance de cierre de ejercicio, y es ésta quien lo presenta ante el Tribunal de Cuentas. De lo que se desprende que, si bien la Dirección General de Escuelas forma parte de la administración descentralizada, en lo que se refiere a ejecución presupuestaria y rendición de cuentas, debe darle intervención al Ministerio de Hacienda.

3. Herramientas de Gestión:

· Programa Escuela Creativa: iniciado en 1992, este programa se inscribe en la línea de las innovaciones descentralizadas, que transfieren capacidad de decisión a las escuelas, concibiéndolas como el centro de la transformación educativa y reconociéndoles capacidad para diseñar, ejecutar y evaluar acciones que produzcan más y mejores aprendizajes en sus alumnos
. En 1998, mediante Resolución 904, la DGE define el marco del programa enfatizando que “el modo de gestión de las escuelas constituye una dimensión central de la calidad de los procesos y resultados educativos”. La herramienta central del programa es la generación de proyectos por escuela, que permitan replantear su funcionamiento; relación con el contexto; respuesta a las demandas de los alumnos; y vinculaciones con el Nivel Central. Elaborados con la participación de la comunidad educativa, los proyectos -previa evaluación y selección- se financian con recursos provenientes del Programa de Reforma e Inversiones en el Sector Educación (PRISE).

· Tablero de Información o Comando: implementado en el 2006, el “Tablero de Información o de Comando Integral”
 es  una herramienta de gestión destinada a los distintos niveles decisores del gobierno escolar. 

El Programa apunta a generar un sistema de información que oriente la gestión escolar, hacia metas de mejora definidas en la política educativa. Para ello pretende:

· intensificar el uso de la información disponible, como así también, aumentar la cantidad y calidad de la misma;

· rediseñar y fortalecer los vínculos entre a el ámbito administrativo y el pedagógico;

· promover herramientas que faciliten a los distintos actores, una mirada integral de sus respectivos ámbitos de influencia;

· agilizar y mejorar el desenvolvimiento administrativo;

· aumentar la eficiencia en la utilización de los recursos;

· incrementar la colaboración de las distintas áreas del gobierno escolar, reduciendo la burocracia y mejorando los procesos.

Para la puesta en marcha del Tablero de Información, se han elegido indicadores que abarcan cuatro dimensiones: 

· Gestión administrativo-organizacional: brinda información en materia de administración de recursos (físicos y humanos) y del grado de interacción con el medio.

· Gestión de recursos humanos: proporciona información sobre aspectos cuantitativos y cualitativos de los equipos de trabajo de las escuelas.

· Gestión pedagógica: esta categoría es central y brinda, en forma consolidada, el comportamiento de indicadores tanto de procesos como de resultados. En relación al proceso, recaba aspectos de la gestión institucional que giran en torno al objetivo de mejorar la equidad y de alcanzar mayores niveles de aprendizaje en sus alumnos. En cuanto a los resultados, se toman indicadores tradicionales así como los resultados de las evaluaciones implementadas por la Provincia en lengua y matemática. 
· Dimensión de incidencia contextual: pretende poner en relieve información referida a las características socio-culturales de la población atendida. A su vez, presenta indicadores relativos a la magnitud de los fondos, tantos provinciales como nacionales, destinados al núcleo de gestión en cuestión. 

III. Reflexiones Finales

Una  descentralización que no termina de cuajar, superposición y deficiente distribución de funciones, personal amparado por distintos regímenes, ausencia de sistemas de desempeño orientado a resultados, tensión entre las funciones sustantiva y de apoyo, además de la falta de procedimientos de responsabilización; conforman -en la actualidad- el complejo espectro de problemas, que tienen incidencia directa en la prestación del servicio educativo.

     La aplicación de la Ley Federal de Educación, significó para la Provincia un enorme esfuerzo, que empezó en 1995 y terminó en el 2004 con la implementación completa del Polimodal; tres años más tarde Mendoza encara una nueva reforma, que supone cambios y transformaciones de los que tiene que hacerse cargo la Dirección General de Escuelas.   

Profundizar el conocimiento de sus formas de gestión y avanzar en la definición de sus capacidades como institución, propósitos de nuestra investigación, ameritan el esfuerzo.
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� en las Disposiciones Transitorias (art.172) la Ley otorga al Poder Ejecutivo un plazo de 10 años para garantizar la obligatoriedad del Jardín de cuatro años y el Nivel Polimodal priorizando el primero.


� Dirección General de Escuelas-Gobierno de Mendoza: Programa Escuela Creativa; Convocatoria de Proyectos 1998-1999


� Unidad de Planeamiento y Reforma del Estado- Dirección General de Administración- Dirección General de Escuelas - Provincia de Mendoza: Tablero de Comando Directivo; � HYPERLINK "http://www.bases.mendoza.edu.ar/intranet" ��www.bases.mendoza.edu.ar/intranet�   











